PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Empresa Provincial de la Energía, informe sobre los siguientes aspectos: 

a) Criterios y métodos de cálculo utilizados para determinar que como consecuencia del hurto y/o fraude la empresa pierde $80 millones por año.

b) Enumerar la información disponible en base a la cual se afirma que el 50% de las pérdidas son el resultado de consumos ilegales en sectores de menores recursos.
c) Listado de los casos de hurto y/o fraude verificados en los cinco últimos años, adjuntando datos de identificación del usuario, domicilio, localidad y monto estimado del perjuicio originado en el hurto y/o fraude.

d) Acciones legales, administrativas y/o judiciales, promovidas e iniciadas por la empresa a efectos de la sanción penal que le corresponda a los que hayan cometido los delitos enumerados. Situación detallada de las actuaciones en curso.
e) Detalle de las sumas recuperadas con consecuencia de conductas ilegales detectadas en los usuarios.

Señor Presidente:

Lo que días pasados el Interventor en la E.P.E. Luis El Halli Obeid hizo público en un seminario sobre hurto de energía es una realidad conocida desde hace años y que no han sabido o querido resolver los sucesivos “interventores”, delegados personales de Carlos Alberto Reutemann y Jorge Obeid, cada cual a su turno.

Los anuncios de soluciones ejemplarizadoras han sido muchos, los convenios para el control del fraude, por ejemplo con la Universidad Tecnológica Nacional, se han firmado el 20 de diciembre de 2002, pero los resultados que se exhiben son los mismos que antes, es decir no se observa disminución del hurto.

Tenemos interés en ver resultados concretos. No basta con decir que los “pudientes”, supuestamente “los malos” roban $40 millones por año; y el resto roba una suma igual, exhibiendo ésto con una cierta vocación de justificación.

Lo que no dicen es que a CAMESA hay que pagarle la energía que provee, y los que la pagan son el resto de los usuarios que no roban energía, a los que se les elevan las tarifas para compensar el hurto que han sido incapaces de eliminar por impericia o dolo de los responsables de hacerlo.

Es hora que conozcamos con nombre y apellido a los que hurtan, y también que rindan cuentas ante la justicia, evitando la simplificación de absolver a los culpables por el solo hecho que pagan los que se les reclama por hurto, y en algunos casos en cuotas.

Las autoridades de la EPE deben denunciar los hechos detectados en la justicia, pues de no hacerlo optan por la complicidad con quienes lesionan seriamente a la empresa.

Los interrogantes que planteamos procuran obtener información concreta sobre los hechos y procederes de la EPE en la materia, pues los anuncios, reiterados a través de los años, parecen atribuir a la fatalidad el fraude de que somos víctimas  todos los usuarios, mientras que en los ámbitos internos de la empresa, y en casi toda la sociedad, se da por cierto la existencia de “la EPE paralela”, integrada dentro de la mismas empresa, que adulteraría medidores, concretaría conexiones clandestinas y cobraría a los usuarios delincuentes por dichas tareas en un pago o en pagos mensuales, según la modalidad de cada zona.
Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.

